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1. Consideraciones previas 

El presente estudio se centra en el análisis de un 
supuesto excepcional de suspensión de las penas 
privativas de libertad -el contenido en el artículo 
87 C.P.- aplicable a los sujetos que hubieran co­
metido el hecho delictivo a causa de su dependen­
cia a las bebidas alcohólicas, drogas tóxicas, estu­
pefacientes, sustancias psicotrópicas u otras que 
produzcan efectos análogos. 

Se incardina este precepto dentro del capítulo del 
Código penal rubricado "De las formas sustitutivas 
de la ejecución de las penas privativas de libertad" 
(Capítulo III, Título III, Libro I). Estas formas susti­
tutivas de la prisión han de encuadrarse dentro de la 
proliferación de medidas alternativas a la pena pri­
vativa de libertad que se inicia, en nuestro entorno 
jurídico, a partir de la década de los sesenta. El Có­
digo penal de 1 995 ha querido sumarse a esta ten­
dencia estableciendo una regulación más completa 
de las alternativas a la prisión, aunque no exenta de 
objeciones, como luego veremos. 

Una de estas "formas sustitutivas" de la pena 
privativa de libertad, es la representada por la ins­
titución de la suspensión de la condena (artículos 
80 a 87 CP), dentro de la cual, como ya se ha seña­
lado, se enmarca el precepto objeto de este traba­
jo. De hecho, hasta la aparición del nuevo Código 
penal!, era la llamada por el Código derogado 
condena o remisión condicional el más nítido 
ejemplo de alternativa a la pena privativa de liber­
tad. Esta figura fue introducida en nuestro orde­
namiento jurídico por la Ley de 17 de marzo de 
19082, desarrollada reglamentariamente por Real 
Decreto de 23 de marzo de ese mismo año. Poste­
riormente se incorporó al Código penal republica­
no de 1 932, pasando luego al texto penal de 1 944. 
Desde un principio la regulación de la remisión 
condicional siguió el modelo continental, también 
llamado franco-belga, por ser Bélgica y Francia 
los países en los que éste se aplica por primera 
vez3. No obstante, en el Código penal vigente se 
aprecia un claro acercamiento al modelo anglo­
sajón de la probation4• 

( * ) Este trabajo se enmarca en el Proyecto de Investigación "los principios de legalidad y culpabilidad en el Código penal de 
1 995", subvenciones por la dirección del Ministerio de Educación y Cultura (PB97- 1 370). 

1 .  El Código penal de 1 995 introduce otras alternativas a la prisión como el mecanismo de la sustitución de las penas privat� 
vas de libertad por otras penas como los arrestos de fin de semana o la multa. A su vez los arrestos de fin de semana también 
pueden sustituirse por pena de multa o por la novedosa pena de trabajos en beneficio de la comunidad (art. 88 CP). También obe­
decen a esta pretensión del legislador penal por introducir alternativas a la prisión, preceptos como el artículo 7 1 .2 CP, que de for­
ma automática sustituye las penas de prisión con una duración inferior a seis meses, y el sistema vicarial que, en el ámbito de la 
regulación de las medidas de seguridad, recoge el artículo 99 CP. 

2. Derogada por el Código penal de 1 995 (Disposición derogatoria 1 .  b). 
3. la suspensión condicional se introduce en Europa a través de la ley belga de 1 888 (también conocida como ley Lejeune, 

en atención al ministro que impulsa su elaboración) y de la ley francesa de 1 89 1 .  
4. los dos sistemas clásicos d e  suspensión son el continental o "sursis" y e l  anglosajón también denominado "probation". la 

diferencia esencial entre ambos estriba en que en el primero existe una declaración de culpabilidad con imposición de una pena 
al reo y posterior suspensión de la condena, bajo la condición de que el �on�enado no vuelva a delinCJ.uir durante el .período de 
prueba, por el contrario en la probation lo que se suspende es el pronuncIamIento del fallo durante un tiempo determmado, tam-
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El fundamento de la suspensión de la ejecución 
de la pena, ha de buscarse en la idea de que las pe­
nas carlas pl'ivativas de libertad perjudican grave­
mente a quienes se aplican, frustrándose en ellas 
los fines de la prevención especial. Ante esta evi­
dencia, se resalta la necesidad de buscar alternati­
vas a estas sanciones penales de corta duración 
que no ejercen ninguna eficacia resocializadora 
sobre el condenado, sino más bien desocializado­
ra logrando en la mayoría de las ocasiones estig­
matizarle. En consecuencia, el recurso a la sus­
pensión de la pena se explica por la necesidad de 
evitar el cumplimiento de las penas privativas de 
libertad de breve extensión. 

Además no puede obviarse que la corta dura­
ción de estas penas obstaculiza cualquier posibili­
dad de tratamiento. Ello facilita en estos supues­
tos, más que en el resto, que el condenado 
abandone la prisión más desocializado que cuan­
do ingresó en la misma. Ese breve contacto con la 
vida carcelaria conlleva un grave peligro que no se 
puede desconocer y que se resume en la posibili­
dad inminente de contagio criminal. 

Todo ello justifica la oportunidad de una figura 
alternativa a la pena privativa de libertad como la 
de suspensión de la pena. 

A este fundamento de la suspensión de la pena 
también alude el Tribunal Constitucional en al­
gunas de sus Sentencias. Es significativa en este 
sentido la STC 209/1993 de 28 de junioS. que vie­
ne a reiterar la doctrina mantenida por el Tribu­
nal sobre esta cuestión en anteriores pronuncia­
mientos6. En esta resolución se pone de relieve 
que "El beneficio de la remisión condicional de 

la condena viene inspirado por la necesidad de 
evitar el cumplimiento de penas cortas privati­
vas de libertad por aquellos condenados que pre­
senten un pronóstico favorable de no cometer 
delitos en el futuro, dado que, en tales casos, la 
ejecución de una pena de tan breve duración no 
sólo impediría alcanzar resultados positivos en 
materia de resocialización y readaptación social 
del penado, sino que ni siquiera estaría justifica­
da dada su falta de necesidad desde el punto de 
vista preventivo. La condena condicional está 
concebida para evitar el probable efecto corrup­
tor de la vida carcelaria en los delincuentes pri­
marios y respecto de las penas privativas de li­
bertad de corta duración, finalidad explícita en 
el momento de su implantación" . 

Esta sentencia, como puede apreciarse, pone 
de relieve lo antes apuntado: la breve duración 
de estas penas no permite paliar los efectos ne­
gativos del medio carcelario, dada la imposibili­
dad de aplicar un tratamiento eficaz. También 
recurre el Constitucional al argumento de la "no 
necesidad de la pena" en estos casos desde un 
punto de vista preventivo. 

La suspensión extraordinaria prevista en el ar­
tÍCulo 87 CP responde, en consecuencia, a la pre­
tensión de buscar alternativas a la prisión, pero 
con unas particularidades que más adelante se 
pondrán de manifiesto, y que se derivan de la 
aplicación de esta medida a un grupo de pena­
dos muy concretos: aquellos que han cometido 
los hechos delictivos a causa de su dependencia 
a determinadas sustancias. 

bién bajo la condición de que no se vuelva a delinquir. lógicamente las consecuencias derivadas de un sistema y otro son bien dis­
tintas: el sistema de suspensión condicional de la pena dará lugar a antecedentes penales, mientras que la probation no, por la 
sencilla razón de que no existe en este modelo condena. Junto a lo anterior también destaca en la probation, la imposición al pro­
cesado por parte del Juez de una serie de condiciones, entre ellas la frecuente puesta en contacto con la figura del Probation-OH� 
cer, que controla el buen desarrollo de la suspensión y a cuyas indicaciones ha de someterse el procesado. 

El Código penal de 1 995 ha intentado acercar esta institución a la probation anglosajona, tomando de ésta sus ventajas. Este 
acercamiento se aprecia de entrada, en el particular sistema de inscripción de las sentencias suspendidas establecido en el artícu­
lo 82 CP: " . . .  la inscripción de la pena suspendida se llevará a cabo en una Sección especial, separada y reservada de dicho Re­
gistro, a la que sólo podrán pedir antecedentes los Jueces o Tribunales". En caso de remitirse la pena, el artículo 85.2 prescribe la 
cancelación de la inscripción hecha en la mentada Sección especial, poniendo de manifiesto que 11 este antecedente no se tendrá 
en cuenta a ningún efecto". Con este mecanismo de inscripción de la pena se obtiene el mismo efecto que con el sistema de pro­
bation, ya que no queda ningún antecedente penal. 

También se percibe esta aproximación entre ambos sistemas clásicos de suspensión, en la posibilidad que el artículo 83 otorga 
al Juez o Tribunal sentenciador de imponer, si lo estima necesario, una serie de obligaciones descritas en este mismo precepto. Con 
obligaciones consistentes en sendas actividades se persigue controlar y al propio tiempo rehabilitar socialmente al sujeto. También 
hay un acercamiento a la figura del Probation-OHicer en la previsión, contenida por este mismo artículo, de que los servicios co­
rrespondientes de la Administración competente informen al Juez o Tribunal sentenciador al menos cada tres meses, acerca de la 
observancia de las reglas de conducta impuestas. 

Dado lo anterior se puede afirmar que en el Código de 1 995 se produce un evidente y loable acercamiento al sistema anglo­
sajón de suspensión. 

5. BOE 2 -8-1 993. 
6 .  Vid. e n  esta misma línea SSTC 224/1 992 (BOE 1 9-1 -1 993) y 1 65/1 993 (BOE 2 1 -6 - 1 993). 
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11. Precedentes del artículo 87 del Código 
Penal de 1995. Análisis del artículo 93 bis 
del Código penal derogado 

A) L a  reforma penal  d e  1 9 8 8  (LO 1 / 1 9 8 8  
d e  2 4  d e  marzo) 

Como paso previo al estudio del artículo 87 del 
vigente Código penal , se hace imprescindible 
aludir al precedente que, de este precepto, con­
tenía el Código penal derogado, esto es, al ar­
tículo 93 bis7. 

Este precepto se introduce en nuestro ordena­
miento jurídico penal con la reforma de 1 988 en 
materia de drogas (LO 1 / 1 988 de 24 de marzo)8. 
No obstante, ya en el Plan Nacional sobre Drogas, 
aprobado por el Congreso de los Diputados en ju­
lio de 1 985, se preveía como una de las acciones 
dirigidas a reducir la oferta "la suspensión tempo­
ral de la pena si el toxicómano traficante se some­
te a la rehabilitaciónl/9• 

Aparentemente esta medida pretendía paliar la 
dureza de la reacción penal en el ámbito de las 
drogo dependencias , que se derivaba de la caren­
cia de verdaderas alternativas a la privación de li­
bertad. La problemática de los toxicómanos exigía 
intervenciones menos represivas. Sin embargo, 
como luego se podrá apreciar, el citado artículo 93 
bis -pese a que parezca contradictorio- casaba 
muy bien con el mentado carácter represivo que 
impregnaba la reforma de 1 988. 

Del Preámbulo de esta ley se extrae, de entra­
da, la intención del legislador de potenciar la 
orientación de la norma hacia la prevención es­
pecial, sin embargo, esta aparente pretensión 
queda empañada a través de la referencia a una 
serie de límites que conducen a una cierta des­
naturalización de la figura concebida como una 
medida orientada únicamente a fines preventivo­
especiales. En este sentido señala dicho Preám­
bulo que " . . .  una de las novedades más impor­
tantes que introduce esta Ley Orgánica la 
constituye, sin duda, la incorporación de un tra­
tamiento jurídico penal específico para esa sin­
gular figura criminógena del drogodependiente 
que incurre en la comisión de algún hecho delic­
tivo como medio de subvenir a su situación de 
toxicodependencia. Desde el convencimiento de 
que en alguno de tales supuestos debe primarse 
la orientación preventivo-especial de las sancio­
nes penales, se dispone la posibilidad de que la 
autoridad judicial conceda el beneficio de la re­
misión condicional, siempre que el reo se hubie­
re deshabituado o se encontrase en tratamiento 
para ello. La regulación de esta alternativa se lle­
va a cabo con suficientes garantías a fin de sal­
vaguardar de un lado, la cobertura de los fines 
preventivo-generales , base de toda norma penal, 
y de evitar, de otra parte, un uso fraudulento de 
la disposición legal que permitiera su aplicación 
en supuestos distintos a los realmente queridos 
por el legislador . . .  1/ • 

7. Artículo 93 bis: "Aun cuando no concurrieren las condiciones previstas en el artículo anterior, el Juez o Tribunal podrá apl� 
car el beneficio de la remisión condicional a los condenados a penas de privación de libertad cuya duración no exceda de dos 
años, que hubieren cometido el hecho delictivo por motivo de su dependencia de las drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias 
psicotrópicas siempre que se den las siguientes circunstancias: 

12• Que se declare probada en la sentencia la situación de drogodependencia del sujeto, así como que la conducta delictiva fue 
realizada por motivo de tal situación. 

22• Que se certifique suficientemente, por centro o servicio debidamente acreditado u homologado, que el reo se encuentra des­
habituado o sometido a tratamiento para tal fin en el momento de concederse el beneficio. 

32• Que el sujeto no sea reincidente ni haya gozado con anterioridad del beneficio de la remisión condicional. 
la autoridad judicial requerirá al condenado o a los centros o servicios que participen en su tratamiento de deshabituación lo 

necesario para comprobar el comienzo y la continuación del mismo, así como para controlar su evolución y las modificaciones que 
hubiere de experimentar. 

la suspensión de la ejecución de la pena quedará condicionada a que el reo no delinca en el período que se señale, así como a 
que no abandone el tratamiento. 

Cumplido lo anterior, una vez transcurrido el plazo de suspensión y acreditada la deshabituación del reo, el Juez o Tribunal acor­
dará la remisión de la pena. De lo contrario acordará su cumplimiento". 

8. Esta reforma tenía por finalidad dotar de efectividad a la represión y lucha contra el tráfico de drogas. Además de introducir 
el artículo 93 bis, también inserta en el Código penal -como señala en su Preámbulo- disposiciones que tenían por objeto reprimir 
las conductas de "blanqueo" del dinero de ilícita procedencia, regular más ampliamente la figura de la receptación introduciendo 
una conducta específica de receptación destinada a perseguir el blanqueo de dinero [arto 546 bis g) CP] y también la de co�iso [arto 
344 bis e) CP]. Junto 010 anterior se lleva a cabo una revisión de las normas relati�a� al tráfico de drog.as (art. 344 CP) mc��men­
tondo las penas y ampliando las conductas típicas agravadas. la reforma del 88, SI bien precede en el tiempo a la Convenclon de 
las Naciones Unidas de este mismo año, reviste el mismo talante represivo que posteriormente caracterizaría a ésta. . . . 9. Véase. FERNÁNDEZ ENTRAlGO, J. "la remisión condicional de la pena", en la obra colectiva Ejecución de sentencias CIViles 
y penales, Madrid, 1 994, págs. 250 y 25 1 .  
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Quizás las deficiencias del precepto -que de in­
mediato pasaré a comentar- pudieran explicarse 
por ese intento fallido de cohonestar las exigen­
cias de prevención general, concebida en este ca­
so como prevención general negativa o intimida­
toria, y las pretensiones derivadas de la preven­
ción especial 10. 

Con anterioridad a la incorporación de este pre­
cepto a nuestro ordenamiento jurídico, en algunas 
ocasiones los Jueces agudizaron el ingenio con el 
fin de dar respuesta a situaciones en las que se 
planteaba la necesidad de exigir el cumplimiento 
de la condena a delincuentes que ya se habían re­
habilitado, o que estaban en proceso de rehabili­
tación, dado que el ingreso en prisión podía mer­
mar todo tratamiento. Los mecanismos a los que 
se recurría eran los siguientes :  

1.  Al indulto, generalmente parcial, que como 
advierte el magistrado GONZALEZ CASSO, era 
aplicado de forma cicatera por los gobiernosll. 

2. En alguna sentencia se había permitido la 
aplicación de la eximente incompleta o atenuante 
analógica de enajenación mental por toxicomanía 
en los supuestos de drogodependientes que 
vendían droga (v.gr. STS de 3 de enero de 1988 
-RJA 217-). 

Tras la introducción de la disposición analizada, 
el Tribunal Supremo, desde la Sentencia de 13 de 
junio de 1990 (RJA 6527)12, había aceptado la po­
sibilidad de que en los casos de concurrencia de 
atenuante analógica por drogadicción (art. 9.10 
CP), los Tribunales aplicaran, si lo estimaban pro­
cedente, las medidas de internamiento y trata­
miento adecuado previstas para los supuestos de 
enajenación mental completa o incompleta (ar­
tículos 8.1° y 9.1° respectivamente del CP). Resalta 
el Tribunal Supremo en este pronunciamiento que 

"resulta, en cierto modo, incongruente abrir la vía 
de las medidas terapéuticas de internamiento y 
tratamiento en los supuestos en que concurra la 
atenuante prevista en la circunstancia 1 a del ar­
tículo 9 del Código Penal, cuya extensión no podrá 
exceder del tiempo de duración de la pena privati­
va de libertad, y negarla cuando se aplica la ate­
nuante analógica, sea ésta o no muy cualificada". 
Añade a lo anterior que "las medidas alternativas 
son aconsejables en los casos de enfermedades 
mentales o toxicomanías que producen serios tras­
tornos de la personalidad con alteración o modifi­
cación de las facultades intelectivas o volitivas". 

Con el Código penal vigente no puede recurrirse 
ya a esta solución cuando simplemente se aprecie 
la atenuante de drogadicción que ahora expresa­
mente regula el artículo 21.2 CP, ya que la medida 
de internamiento sólo podrá aplicarse en los su­
puestos de eximentes completas e incompletas en 
relación con los números 1°, 2° y 3° del artículo 20 
CP, lo que se deriva esencialmente de los artículos 
102 y 104 CP13. 

Tras la entrada en vigor de la reforma de 1988, 
no obstante la introducción del arto 93 bis, resul­
taba más efectivo el recurso a los mecanismos an­
tes citados, dadas las dificultades aplicativas del 
precepto. 

Estos obstáculos en la aplicación del artículo 93 
bis se advierten tras el análisis de requisitos a los 
que queda sujeta esta suspensión extraordinaria, 
cuya exposición en el apartado siguiente nos per­
mitirá, por comparación, delimitar las novedades 
introducidas por el vigente artículo 87 CP. 

B) Requisitos para la concesión de la sus­
pensión contenida en e l  artículo 93 bis  Có­
digo P enal 

1 O .  Esta contradicción es  puesta de  manifiesto con gran acierto por la  profesora MAQUEDA ABREU, que entiende que las dispo­
siciones que introduce esta reforma en nuestro Código penal están impregnadas de esa tendencia tan característica en los estados 
de nuestros días a la exasperación punitiva cuando no pueden, no saben o no quieren afrontar los problemas desde perspectivas 
más racionales que incluyen una persecución más efectiva y menos selectiva de las conductas relacionadas con la droga, compren­
siva por tanto de los niveles altos y medios de éste -aún no alcanzados- y no ya simplemente de los eslabones últimos de ese co­
mercio ilícito que, identificados cada vez más con sectores marginales y del subproletariado urbano, son los que en verdad sufren 
los efectos del proceso de criminalización y frente a los que se dirige, dispuesta a combatir un clima de inseguridad ciudadana art� 
ficialmente creado, leyes como ésta, acertadamente calificadas como "legislación simbólica, cuyos efectos no se esperan directo­
mente en una solución del problema . . .  sino indirectamente, por el apaciguamiento de la presión pública por parte de un legislador 
atento y decidido", MAQUEDA ABRE U. M.l., "Observaciones críticas a algunos de los aspectos de la reciente reforma sobre drogas 
(ley Orgánica 1/ 1988, 24 marzo)", en Actualidad Penal, nS! 44, semana 28 noviembre-4 diciembre 1 988- 11, págs. 2285 y ss. 

1 1. GONZÁlEZ CASSO. J., "la suspensión de la ejecución de las penas en dos supuestos especiales; los artículos 80 nº 4 y 87 
del Código penal", en Revista del Poder Judicial, nº 54, 1 999 (11), pág. 98. 

1 2. Vid. También las Sentencias del TS de 3 de julio (RJA 5523) Y 9 de septiembre de 199 1 (RJA 6 1 1 7) Y de 29 de enero de 1992 
(4191 ). . . 

13. Vid. en este sentido la STS de 1 B de febrero del 2000, estima un recurso interpuesto contra una Sentencia de la AudienCia 
Provincial de Málaga, que casa y anula, considerando aplicable la eximente incompleta del arto 2 1 . 1 en relación con el 20.2 �el 
CP y señalando que procede la adopción de la medida de seguridad del artículo 1 04 CP, sin perjuicio de que pueda .s�r susti!ulda 
por las medidas no privativas del artículo 1 05. Afirma el TS que "resulta idónea en casos como éste, en el que por distintos rítmo� 
de comisión de delitos y de los hábitos de abuso y abandono, cuando se dicta condena, el recurrente espontáneamente ya esto 
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Las exigencias contenidas en esta disposición 
pueden resumirse en lo siguiente: 

1. Se requería en primer lugar la declaración 
probada en sentencia de la situación de drogode­
pendencia del sujeto. Al propio tiempo debía veri­
ficarse que la conducta delictiva fue realizada por 
motivo de tal situación. 

2. Por otro lado era necesaria la certificación su­
ficiente, por centro o servicio debidamente acredi­
tado u homologado, de que el reo se encontraba 
deshabituado o sometido a tratamiento para tal fin 
en el momento de concederse el beneficio. 

3 .  Por último, se exigía que el sujeto no fuera 
reincidente ni hubiera gozado con anterioridad 
del beneficio de la remisión condicional. 

De entrada la propia dicción del artículo 93 bis 
("Aun cuando no concurrieren las condiciones 
previstas en el artículo anterior ... ") inducía a pen­
sar que el régimen de suspensión contenido en es­
ta disposición era más flexible que el previsto pa­
ra la suspensión ordinaria (artículos 92 y ss. del 
CP). Sin embargo, el análisis del conjunto de re­
quisitos contenidos en el citado precepto con­
ducía a la conclusión opuesta, configurándose es­
te régimen como más rígido que el general. 

Los requisitos exigidos por el precepto desem­
bocaban en nefastas consecuencias, que pueden 
sintetizarse del siguiente modo: 

1. Quedaban fuera de la aplicación de este régi­
men extraordinario de suspensión, las situaciones 
de dependencia del alcohol, en contra de las últi­
mas tendencias de Derecho comparado. La dispo­
sición tan sólo aludía a la dependencia de drogas 
tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópi­
caso Esta omisión pugnaba con las orientaciones 
de la Organización Mundial de la Salud en lo que 
respecta a la equiparación de los efectos nocivos 
de las drogas legales e ilegales, oponiéndose tam­
bién a lo establecido en el Plan Nacional de Dro­
gas, en el que se inspiraba esta reforma -como se 

pone de relieve en el Preámbulo de la LO 1/1988 
de 24 de marzo-, que generalizaba todos sus obje­
tivos de prevención y tratamiento a cualquier dro­
ga y no únicamente a las ilegalesl4. Ello implicaba 
un trato discriminatorio que en modo alguno que­
daba justificado. 

2. La exigencia de que en la sentencia quedara 
probada la situación de drogodependencia y de que 
la conducta fuera realizada como consecuencia de 
dicha situación, podía llevar a que la aplicación de 
la norma se viera mermada en algunos casos. Lo an­
terior se explica, puesto que en gran parte de estos 
supuestos, y dada la redacción del artículo 93 bis, se 
apreciaría una eximente incompleta, o incluso en al­
gunas situaciones una atenuante analógica muy 
cualificada. En estas hipótesis no sería de aplica­
ción el precepto estudiado, sino el último párrafo 
del artículo 9315 o el artículo 9416. La primera de es­
tas disposiciones preveía una ampliación del benefi­
cio de la condena condicional cuando concurriera 
alguna atenuante muy cualificada, una eximente in­
completa o la atenuante tercera del artículo 9° (mi­
noría de edad). Además podía aplicarse a los conde­
nados a penas de hasta dos años. Por su parte el 
artículo 94 obligaba a los Tribunales a aplicar la 
suspensión "por ministerio de la ley'17. Lo anterior 
es resaltado por GONZÁLEZ ZORRILLA, quien 
además destaca que la situación de los condenados 
a pena privativa de libertad inferior a dos años pre­
senta las siguientes posibilidades: 

a. A los condenados en quienes concurra una eximen­

te incompleta en virtud de su drogodependencia se les 

aplicará de forma imperativa el artículo 94. 
b. A los condenados a quienes se aprecie una ate­

nuante muy cualificada o la atenuante de minoría de 

edad se les podrá aplicar el artículo 93 último párrafo, 

que resulta más favorable al reo ya que no establece 
las condiciones previstas por el artículo 93 bis para la 
suspensión. 

en un programa de desintoxicación en el que resulta prioritario que no sea interrumpido ni siquiera por el cumplimiento de la pe­
na de prisión, por los efectos perversos que pudiera provocar su cumplimiento con interrupción del proceso de deshabituación, s� 
tuación que vulneraría la vocación de resocialización a que deben dirigirse las penas de prisión". 

1 4. Vid. en este sentido GONZÁlEZ ZORRlllA, c., "Remisión condicional de la pena y drogodependencia", en Comentarios a 
la Legislación Penal, Tomo XII, Madrid, 1 999, pág. 1 4. . , . . . . . 

1 5 . Artículo 93, último párrafo CP: "El Tribunal sentenciador podra ampliar el beneficIo de la condena condiCional a los reos con­
denados a penas hasta de dos años de duración cuan�.o así lo estimar� proce.dente, en resolución expresa y motivada" si en �I 
hecho delictivo concurriera alguna atenuante muy cualificada, o una eXimente Incompleta, o la atenuante tercera del articulo 9-, 
apreciada como tal en la sentencia". . . . . 

1 6. Artículo 94 CP: "El Tribunal aplicará, por ministerio de la ley, la condena condiCional en los casos siguientes: 
1 º. Cuando en la sentencia se aprecie el mayor número de los requisitos establecidos para declarar la exención de responsab� 

lidad con arreglo a este Código". . .  . •  . . . .  . 
1 7. El Código penal derogado contenía esta modalidad de remlslon condiCional otorgada p�r ministeriO de la ley. Destaca MA 

QUEDA ABREU el fundamento de esta suspensión aludiendo al propósito de favorecer especIalmente estados de hecho revela­
dores de una menor capacidad de culpabilidad o bien de una gravedad menor de injusto. MAQUEDA ABREU M.l., Suspensión 

condicional de la pena y probatiol\ Madrid, 1 985, pág. 1 33. 
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c. Los condenados a quienes se estime su situación 
de drogodependencia como simple atenuante serán 
los únicos a quienes se pueda aplicar lo establecido en 

el artículo 93 bis si cumplen el resto de requisitos en 
él contemplados. 

Considera este autor que este esquema implica 
que no se da relación d� especialidad entre los 
artículos 93 y 93 bis, debiéndose aplicar en el ca­
so de sujetos en quienes concurran simultánea­
mente los requisitos generales establecidos en el 
artículo 93 y los específicos del 93 bis, el primero 
de estos preceptos, que resulta más favorable (ya 
que sólo exige que el reo no vuelva a delinquir du­
rante el plazo de suspensión, mientras que el ar­
tículo 93 bis añade, entre otras, la obligación no 
sólo de someterse a un tratamiento de deshabi­
tuación, sino además el logro de esa meta18. 

3. Uno de los mayores obstáculos que planteaba la 
aplicación de esta norma era la exigencia de que se 
aplicara la suspensión a penas privativas de libertad 
cuya duración no excediera de dos años. Conectan­
do lo anterior con las penas establecidas en los artí­
culos 344,344 bis a) y 344 bis b) se llegaba a la con­
clusión de que en la mayoría de los supuestos iba a 
ser imposible aplicar el artículo 93 bis, esencial­
mente cuando se tratara de drogas que causaran 
grave daño para la salud. Pensemos por ejemplo en 
la pena correspondiente al tráfico de drogas cuando 
causan grave daño a la salud: prisión menor en su 
grado medio, esto es 2 años, 4 meses y un día a 4 
años y dos meses. Del ejemplo anterior se deduce 
que todo consumidor-traficante de drogas que cau­
sara grave daño a la salud, en principio no podía be­
neficiarse del artículo 93 bis, y todo ello sin tener en 
cuenta la posibilidad de que entraran en juego las 
agravantes previstas por el Código penal respecto 
del delito de tráfico de drogas. Además no todos los 
supuestos de tráfico de drogas que no causaran gra­
ve daño a la salud podrían beneficiarse de este su­
puesto de remisión condicional ya que la pena que 
se establecía para estas hipótesis era de arresto ma­
yor en su grado máximo (4 meses y un día a 6 me­
ses) a prisión menor en su grado medio (2 años 4 
meses y un día a 4 años y 2 meses). Lo mismo podía 
concluirse respecto de la mayor parte de los delitos 
contra la propiedad, cometidos también con fre­
cuencia por este grupo de delincuentes. 

Esta última objeción, junto con la establecida 
en el apartado 2°, nos permite deducir las dificul-

tades que se planteaban para aplicar el precepto 
estudiado en la práctica, reconduciéndose el mis­
mo exclusivamente a aquellos sujetos que revistie­
ran un grado de drogodependencia menor que no 
permitiera apreciar ni una atenuante muy cualifi­
cada ni una eximente incompleta, ya que en estos 
casos entiendo que procedía la aplicación de los 
artículos 93 y 94, como ya se ha explicado. 

4. El requisito de la "deshabituación o someti­
miento a tratamiento", también generaba proble­
mas, esencialmente interpretativos. La mayor difi­
cultad era la de determinar cuándo un sujeto 
estaba plenamente deshabituado. Teniendo en 
cuenta que el término "deshabituación" es omni­
comprensivo de la deshabituación tanto "física" 
como "psíquica", lo realmente complejo era verifi­
car en qué momento un sujeto había dejado de de­
pender psíquicamente de la droga -la dependen­
cia física era fácilmente constatable a través del 
correspondiente control analítico-o 

A lo anterior se unía la escasez de medios públi­
cos para la rehabilitación del drogodependiente. 
Los programas terapéuticos de carácter público 
eran insuficientes, y el recurso a programas priva­
dos -que en todo caso debían estar homologados o 
acreditados- no estaba al alcance de la mayoría de 
los drogodependientes. Ello conducía a una nefasta 
consecuencia: quedaban fuera del ámbito de aplica­
ción del precepto aquellos toxicómanos que, no es­
tando deshabituados, no podían acceder a un pro­
grama terapéutico pese a su voluntad de hacerlo. 

5. Como se ha indicado anteriormente, la aplica­
ción de esta disposición requería que el sujeto no 
fuera reincidente, ni hubiera gozado con anteriori­
dad del beneficio de la remisión. Esta exigencia era 
una muestra más del carácter restrictivo de la medi­
da, ya que realmente no beneficiaba el requisito de 
la no reincidencia del artículo 93 bis frente a la ne­
cesidad de primariedad delictiva requerida por el ré­
gimen ordinario de suspensión (artículo 93 CP). Si 
bien ambos conceptos no eran coincidentes, tenien­
do en cuenta que, desde la reforma del Código penal 
de 25 de junio de 1983 se exigía que ese primer deli­
to, al que aludía el arto 93. 1°, fuera doloso, ya que la 
primera condena por imprudencia no se tenía en 
cuenta, la "no reincidencia" podía resultar en algu­
nas ocasiones más estricta que la "primariedad" re­
querida por el régimen general de suspensión19. 

A lo anterior se unía la posibilidad -prevista por el 
artículo 93- de acceder en más de una ocasión al 

1 8. GONZÁLEZ ZORRILLA C., "Remisión condicionaL .", arto cit., págs. 1 8  y ss. 
19. Dado que dentro del concepto de reincidencia no se distinguía entre delitos dolosos e imprudentes. Así pues por mor del ar­

tículo 1 0. 1 5  del Código penal había reincidencia cuando "al delinquir el culpable hubiere sido condenado e;ecutoriamente por un 
delito de los comprendidos en el mismo Capítulo de este Código, por otro, al que la Ley señale igual o mayor pena, o por dos o 

más a los que aquélla señale pena menor". 
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disfrute del beneficio de la remisión, si previamente 
se había obtenido la rehabilitación o podía obtener­
se con mTeglo al artículo 118 del Código penal. Por 
el contrario, el artículo 93 bis imposibilitaba el acce­
so a la remisión condicional de aquellos sujetos que 
ya hubieran gozado con antetioridad de la misma2o• 

6. Reprochable era también el condicionamien­
to de la suspensión de la condena a que el sujeto 
no abandonara el tratamiento. Ello suponía des­
conocer que, en estos procesos terapéuticos las re­
caídas entran dentro de la normalidad y pueden 
considerarse una parte integrante del propio pro­
ceso de desintoxicación. Además, éstas no condi­
cionan necesariamente el fracaso del tratamiento. 
Al propio tiempo, se ponía con ello en tela de jui­
cio la "voluntariedad" de dicho tratamient021, que 
en consecuencia no se daba puesto que se amena­
zaba, en caso de abandono, con la revocación de 
la suspensión. 

Todo lo anterior nos conduce a una clara conse­
cuencia: el artículo 93 bis, tal y como estaba re­
dactado, resultaba inaplicable por sus severas exi­
gencias, lo que denotaba el ya apuntado carácter 
represivo de la medida. Además no solucionaba 
nada que no se pudiera solventar acudiendo a los 
artículos 93 y 94 CP o a la consolidada doctrina 
del TS en materia de atenuante por analogía de 
drogadicción iniciada con la comentada Senten­
cia de 13 de junio de 1990. 

En todo caso la única virtualidad que podía atri­
buirse al artículo 93 bis era el reconocimiento de 
la existencia de una delincuencia originada por la 
droga y a la que se recurría para obtenerla (delin-

cuencia funcional). Pero poco más se logró con es­
ta reforma dados los obstáculos de aplicación que 
contenía el propio precepto. Como se pondrá de 
manifiesto en el siguiente epígrafe, a esta misma 
consecuencia habrá que llegar respecto al artículo 
87 del Código penal vigente, que si bien incorpora 
novedades significativas, mantiene algunas de las 
deficiencias criticadas respecto del derogado ar­
tículo 93 bis, introduciendo otras nuevas22. 

III. Reflexiones en torno al artículo 87 del 
Código Penal 

A) Régimen jurídico de la suspensión extraordi­
naria del art. 87 del Código penal 

Como se ha indicado a lo largo de este artículo, 
la regulación de este supuesto extraordinario de 
suspensión de la pena privativa de libertad en los 
casos de drogodependencia, se contiene ahora en 
el artículo 87 del Código penal. 

La exposición de la regulación prevista por este 
precepto nos permitirá apreciar cuáles son las no­
vedades introducidas por el mismo respecto de su 
antecedente. 

Este artículo permite al Juez o Tribunal, con au­
diencia de las partes, acordar la suspensión de la 
ejecución de determinadas penas privativas de li­
bertad de los penados que hubiesen cometido el 
hecho delictivo a causa de su dependencia de las 
sustancias señaladas en el número 2° del artículo 
20, con las particularidades y requisitos que a con­
tinuación se exponen. 

20. Vid. En este sentido GONZÁLEZ ZORRILLA, C, "Remisión condicional. . .  ", arto cit, págs. 2 1  y ss. MAQUEDA ABREU, M.L., "Ob­
servaciones críticas . . .  ", arto cit., pág. 2228. 

21. Sobre el concepto de tratamiento, voluntariedad y principios inspiradores del mismo véase MANZANARES SAMANIEGO, 
J.L., "Concepto, voluntariedad y principios inspiradores del tratamiento" en Comentarios a la Legislación Penal, dir. por COBO DEL 
ROSAl.., M., Vol. 6, Tomo 22 (Ley Orgánica General Penitenciaria), Madrid, 1985, págs. 907 Y ss. 

22. Las críticas a este precepto se dejaron sentir con rotundidad en la doctrina, quizás una de las manifestaciones críticas más 
contundentes fue la llevada a cabo por el Grupo de Estudios de Política Criminal a través de la Propuesta alternativa a la actual 
política criminal sobre drogas, adoptada en Barcelona el 1 2  de mayo de 1990. Esta propuesta planteaba alternativas de lege fe­
renda a la vigente política criminal sobre drogas. En el marco de estas propuestas proponía la reforma de algunos preceptos del 
Código penal, entre ellos el artículo 93 bis. Defendían una nueva redacción para este precepto: "Aun cuando no concurrieren las 
condiciones del artículo anterior, el Juez o Tribunal podrá aplicar el beneficio de la remisión condicional a los condenados a penas 
de privación de libertad cuya duración no exceda de cinco años siempre que se den las circunstancias siguientes; 12• Que el con­
denado hubiera delinquido por razón de su dependencia alcohólica, de estupefacientes o de sustancias psicotrópicas, o en otra 
circunstancia psicosocial de análoga significación. 22• Que en el momento de la condena el reo se halle rehabilitado o en proceso 
de rehabilitación. 32• Que se considere que el cumplimiento de la condena podría perjudicar gravemente dicho proceso". Esta nue­
va dicción se fundamentaba con las siguientes palabras: "Se equipara, a los efectos de la concesión del beneficio, la dependencia 
alcohólica a la de estupefacientes y psicotropos, lo que parece lógico dada la acientífico división entre drogas legales e ilegales. 
Además, se extiende a otros casos en los que, sin existir una situación de drogodependencia, la actividad delictiva se produce en 
condiciones vitales de similar entidad". Lo cierto es que la consideración que merece esta propuesta es favorable, ya que con la 
supresión de algunos requisitos (v.gr. la reincidencia), .con la el�vaci?n a 5. años de }as co�de�.as s�,

sceptibl?s .de suspensió.n, �on 
la ampliación de las sustancias y la referencia a otra circunstancia pSlcosoclal de analoga slgmflcaclon, se eliminaban las pnnclpa­
les trabas de aplicación con que se enfrentaba esta disposición. Sin embargo, el legislador del 95 no tuvo en cuenta esta razona­
ble propuesta alternativa. 
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En primer lugar, el precepto exime de la necesi­
dad de que concurran las condiciones previstas en 
los apartados 10 y 20 del artículo 81 -que estable­
cen los requisitos necesarios para acceder al régi­
men general de suspensión-, esto es , de la exigen­
cia de "primariedad" delictiva y del requisito 
temporal de que la pena suspendida no exceda de 
dos años de privación de libertad. Sin embargo, 
mantiene para estos supuestos excepcionales la 
exigencia prevista en el artículo 81. 3° ("satisfacer 
las responsabilidades civiles que se hubieran ori­
ginado o en su caso, la declaración de imposibili­
dad total o parcial de que el condenado haga fren­
te a las mismas"). El mantenimiento de este 
requisito parece denotar una cierta preocupación 
por la protección de la víctima, protección que, en 
el ámbito de la responsabilidad civil se ha visto 
ampliada en el Código penal de 1995. 

En cuanto a las exigencias específicas, éstas se 
reducen a las siguientes: 

1 a. Que el penado haya cometido el hecho delic­
tivo a causa de su dependencia a las sustancias 
señaladas en el número 2° del artículo 20. 

2a• Que la pena privativa de libertad no exceda 
de tres años. 

3a• Que se certifique suficientemente, por cen­
tro o servicio público o privado debidamente 
acreditado u homologado, que el condenado se 
encuentra deshabituado o sometido a tratamien­
to para tal fin en el momento de decidir la sus­
pensión. 

4a• Que no se trate de reos habituales. En caso 
de reincidencia habrá que estar a la previsión del 
apartado 20 del artículo 87, que posteriormente se 
comentará. 

En cuanto a las condiciones de mantenimiento 
de la suspensión, el apartado 3° del artículo 87 es­
tablece que aquélla quedará siempre condiciona­
da a que el reo no delinca en el período que se 
señale, que será de tres a cinco años. Por su parte, 
y para el caso de que el condenado se halle some­
tido a tratamiento de deshabituación, el apartado 
4° del precepto analizado condiciona la suspen­
sión a que el sujeto no abandone el tratamiento 
hasta su finalización. Para verificar el cumpli­
miento de lo anterior se obliga a los centros o ser­
vicios responsables del tratamiento a facilitar al 
Juez o Tribunal sentenciador la información ne­
cesaria para comprobar su inicio, evolución, mo­
dificaciones y finalización. 

B) Novedades  introducidas p o r  el Código 
P e na l  de 1995 

Las novedades frente a la anterior regulación se 
pueden resumir del siguiente modo: 
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1. La primera de las modificaciones que debe 
destacarse, es la que afecta a la exigencia de que 
se hubiera cometido el hecho delictivo "a causa de 
la dependencia del sujeto a las sustancias del art. 
20.2 CP". 

A diferencia del texto anterior, el Código penal 
de 1995 elimina la exigencia de que la si tuación de 
drogodependencia quede probada en la sentencia 
y que ésta sea motivo de la conducta delictiva en­
juiciada. De esta forma será posible aplicar el ar­
tículo 87 a aquellos casos en los que la situación 
se descubra con posterioridad, esto es, en período 
de ejecución de sentencia. Esta modificación que­
da nítidamente plasmada en el Fundamento de 
Derecho séptimo de una de las escasas resolucio­
nes en que se ha aplicado este precepto, la Sen­
tencia de la Audiencia Provincial de Valencia de 4 
de noviembre de 1998 (RJA 5820). Expresaba lo 
anterior la Audiencia con las siguientes palabras: 
"la nueva redacción dada al beneficio contempla­
do en dicho precepto -se refiere al artículo 87 del 
Código penal vigente- ya no exige, como ocurría 
en el caso del previsto en el artículo 93 bis. 1. o del 
anterior Código Penal, que se hubiere declarado 
«probado en la sentencia la situación de drogode­
pendencia del sujeto, así como que la conducta 
delictiva fue realizada por motivo de tal situa­
ciów>; este requisito ha sido suprimido por el 1e­
gislador penal, que ya no lo incluye en el citado ar­
tículo 87 del Código sustantivo; ello quiere decir 
que se permite la concesión del beneficio de la 
suspensión de la condena a los reos en los que no 
concurran las circunstancias previstas en los nú­
meros 1. o y 2. o del artículo 81, esto es, aun cuando 
no fuesen delincuentes primarios, siempre que ra­
zones de justicia material aconsejen tal concesión, 
y que, entre otras condiciones que en el mismo 
precepto se detallan, «se certifique suficientemen­
te, por centro o servicio público o privado debida­
mente acreditado u homologado, que el condena­
do se encuentra deshabituado o sometido a 
tratamiento para tal fin en el momento de decidir 
sobre la suspensión»; pero sin olvidar que tal acre­
ditación, junto con la de que se hubiese «cometi­
do el hecho delictivo a causa de su dependencia» 
a las drogas, ya puede efectuarse en período de 
ejecución de sentencia, al haber suprimido, como 
decíamos, el legislador, el requisito anteriormente 
exigido, de que se hubiese declarado «probado en 
la sentencia la situación de drogodependencia del 
sujeto, así como que la conducta delictiva fue rea­
lizada por motivo de tal situación»; obviamente, la 
decisión judicial a este respecto, pronunciada tras 
permitir a las partes la aportación de los medios 
de prueba oportunos para dilucidar la proceden­
cia y justicia de la concesión o denegación de este 



beneficio de la suspenSlOl1 extraordinaria de la 
condena, estaT"c'Í en definitiva sometida al régimen 
de los recursos previstos por la Ley". 

Lo anterior supone que ya no es necesario, para 
proceder a la aplicación de la suspensión del ar­
tículo 87, que se aprecie en la sentencia la drogo­
dependencia del sujeto. La sustitución de la ex­
presión "por motivo de" (artículo 93 bis) por la de 
"a causa de", parece significar que ahora no es ne­
cesario que la drogo dependencia incida en el he­
cho delictivo como eximente incompleta o como 
atenuante, sino que es suficiente con que la droga 
sea el motivo del hecho delictivo, sin necesidad de 
que se vea afectada la imputabilidad del re023. Es­
ta modificación salva uno de los mayores escollos 
que se planteaban en la práctica con el derogado 
artículo 93 bis, puesto que eran habituales los su­
puestos en los que no se alegaba o no se probaba 
la drogadicción24. 

Además el nuevo Código penal alude a la de­
pendencia de las sustancias a las que se refiere 

el artículo 20.2 CP, esto es a "las bebidas al­
cohólicas, drogas tóxicas, estupefacientes, sus­
tancias psicotrópicas u otras que produzcan 
efectos análogos".  En consecuencia, se produce 
una ampliación doble frente a las sustancias a 
las que se refería el derogado artículo 93 bis, da­
do que por una parte se incluye el alcohol -in­
clusión que venía siendo reclamada por la ma­
yor parte de la doctrina- y por otro lado se 
introduce una cláusula abierta "otras que pro­
duzcan efectos análogos". 

2. Como se puede advertir tras la lectura de esta 
disposición, se amplía la suspensión a las penas 
privativas de libertad no superiores a tres años 
-ello en lógica consonancia con la extensión de la 
suspensión ordinaria de uno a dos años (art. 80 
CP)-. Si bien es loable esta ampliación, con ella no 
se atenúan todos los problemas que en este senti­
do generaba el artículo 93 bis. Por ello las críticas 
aducidas respecto a aquél son reproducibles en es­
te moment025. 

23. Vid. en este sentido GONZÁLEZ CASSO, J.," La suspensión de la ... " arto cit., págs. 108 Y ss.; SÁNCHEZ YLLERA, l., Comento­
rios al Código Penal de 1995, coord. por VIVES ANTÓN, T.S., Valencia, 1995, pág. 492. 

24. En conexión con lo anterior debe destacarse la Consulta de la Fiscalía General del Estado n2 4/1999, de 17 de septiembre 
(En Actualidad Penal, n2 43, 22 al 28 de noviembre de 1999, págs. 1867 y ss.), que aborda algunas cuestiones derivadas de la re­
gulación de la suspensión de la ejecución de las penas privativas de libertad. En esta consulta pone también de manifiesto la Fis­
calía, que no es necesario que la incidencia de la dependencia a tales sustancias en el caso concreto enjuiciado no tenga, reflejo en 
la apreciación de alguna circunstancia modificativa de la responsabilidad (semieximentes o atenuantes). Resulta de interés la re­
ferencia que hace la Consulta a las diferencias existentes entre el régimen anterior y el vigente en este punto, distinguiendo & 
versos supuestos: 

1. La sentencia recoge, para apreciar alguna circunstancia modificativa de la responsabilidad o simplemente para abrir la vía 
de suspensión de la condena, un pronunciamiento acerca de la comisión de un delito a causa de la adicción del sujeto a las bebi­
das alcohólicas, drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas u otras que produzcan efectos análogos: en este caso en­
tiende la Fiscalía que habrá de partirse de la existencia de este presupuesto para valorar la concesión del beneficio a tenor del ar­
tículo 87, sin que sea dable oponerse a la concurrencia de dicho presupuesto, en fase de ejecución, mediante la proposición de 
pruebas en tal sentido. 

2. Si en la sentencia, después de haber sido practicada la prueba y debatida la cuestión en el acto del juicio oral, se recoge co­
mo hecho probado alguno de los siguientes pronunciamientos: 

a. La no adicción del sujeto a las sustancias a las que alude el arto 20.22• 
b. Se reconoce la adicción, pero se declara probada la absoluta falta de relación entre dicha adicción y la comisión del hecho de­

lictivo. 
C O, no resulta suficientemente acreditada la comisión del hecho a causa de la adicción del sujeto a las sustancias citadas. 
En cualquiera de los supuestos anteriores se estima en la Consulta que, no será posible que, posteriormente en fase de ejecu­

ción de sentencia, se interese la concesión de la suspensión condicional del artículo 87 mediante la práctica de nuevas pruebas so­
bre tales extremos, pues de accederse a tal petición estaría contraviniendo el tenor de la sentencia y vulnerando el principio de co­
sa juzgada material. 

3. En el juicio oral no se practica prueba alguna ni se debate la cuestión de la dependencia del sujeto a las referidas sustancias 
y, la sentencia no se pronuncia en modo alguno sobre esta circunstancia, nada impide que en el trámite de "audiencia de las par­
tes" contemplado en el artículo 87, puedan éstas solicitar o aportar las pruebas necesarias que justifiquen la concurrencia del pre­
supuesto desencadenante del mecanismo de la suspensión condicional privilegiada, esto es, la efectiva comisión del hecho a cau­
sa de la adicción de su autor a las sustancias aludidas. 

25. Sin embargo, también encontramos opiniones opuestas a la ampliación de la pena susceptible de esta suspensión extraor­
dinaria. Es el caso de MANZANARES SAMANIEGOque entiende que no es adecuada la elevación del techo de pena a tres años, lo 
que justifica este autor aduciendo que la delincuencia con orig�n último �n la drogadicción es �ad� ,

vez más pre�cupant�, a lo que 
añade que no debe olvidarse que estos penados ya habrán Vlst� redu�/da su pen� con la apllcaclon d� una eX/me�te ,"�omple�a 
o una atenuante analógica cualificada. Critica por ello la progresIva lenidad del legIslador en esta materia. En esta misma linea afir­
ma que el drogodependiente refuerza su posición priv�/egiada.�n nuestro �r�enamie�t� (eximente completa, �xime.nte incomple­
ta, atenuante analógica ordinaria, atenuante analógIca cualIfIcada, remlslon cond,c,onal marcadamente d,screc,onal, escasa-
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En este punto se suscitan algunas dudas, que se 
concretan en lo que sigue: 

a. Por un lado la expresión "hecho delictivo" 
plantea problemas hermenéuticos. ¿Es omnicom­
prensivo de delitos y faltas? Entiendo que la apli­
cación del artículo 87 puede extenderse también a 
las faltas, ya que en esta ocasión el Código no dis­
tingue y cuando ha querido hacerlo sí que ha es­
tablecido la correspondiente diferenciación. Las 
faltas pueden estar sancionadas con penas privati­
vas de libertad cuyo cumplimiento, al igual que el 
resto de penas cortas privativas de libertad, puede 
resultar enormemente nocivo para el reo. En con­
secuencia una interpretación favorable al reo ha 
de permitir la extensión del precepto a las penas 
impuestas por falta26. 

En este sentido el Informe del CGPJ de 12 deju­
lio de 1999 señalaba que a las faltas "también re­
sulta aplicable el art. 87,  puesto que parece que la 
expresión 'hecho delictivo' debe entenderse com­
prensiva de delitos y faltas". 

b .  Por otra parte se suscita la duda de si la re­
ferencia a los tres años, constituye un límite ab­
soluto, es decir si se refiere a la suma de todas las 
penas en el caso de que se hayan impuesto varias 
en la misma sentencia, o por el contrario la sus­
pensión puede alcanzar a varias penas siempre y 
cuando cada una de éstas no exceda de tres años 
de privación de libertad. En el régimen general 
de suspensión no se plantea esta cuestión, ya que 
el propio artículo 8 1 . 1  CP se refiere expresamen­
te a que "la pena impuesta, o la suma de las im­
puestas en una misma sentencia, no sea superior 
a los dos años de privación de libertad" . Estimo 
que la no inclusión de una referencia similar en 
el artículo 87 nos permite entender que la sus­
pensión del artículo 87 podrá alcanzar a varias 
penas, siempre que no excedan cada una de ellas 

de tres años. Además ésta es la solución más be­
neficiosa para al reo, porque permitirá una apli­
cación más flexible de la disposición objeto de 
estudio27. 

El citado In forme del CGPJ de 12 de julio de 
1999 también se plantea esta duda y llega a la si­
guiente conclusión: ((aunque parece más razon able 
extender el criterio gen eral al supuesto especial -se 
refiere a la referencia contenida en el art. 8 1 .2 a "la 
suma de las penas impuestas en sentencia" -, ha de 
tenerse en cuenta que, a diferencia de lo que 
ocurría en el texto anteriol� no es preciso, con el 
régimen vigente, que las circunstancias determi­
nantes de la concesión de la suspen sión hayan que­
dado preconfiguradas en la sentencia. Es posible 
que la sentencia se haya dictado sin conocer las 
circunstancias de drogadicción del acusado y que 
éstas sean acreditadas, junto con los restantes re­
quisitos, en fase de ejecución de sentencia. Las pe­
nas, en consecuencia, por falta de prueba de cir­
cunstancias de atenuación realmente preexistentes 
pero conocidas sólo después de ser impuestas, se 
habrán fijado en cuantías posiblemente más eleva­
das de las que materialmente hubieran correspon­
dido si la prueba se hubiese completado en su mo­
mento. Ademá s, el artículo 87 reitera otras 
condiciones generales del arto 81 cuando desea es­
pecificar su aplicabilidad (abono de la responsabi­
lidad civil)". Este último argumento sirve para sus­
tentar la posición anteriormente mantenida, esto 
es, el legislador ha reiterado en el artículo 87 aque­
llas condiciones del régimen general de suspensión 
que desea sean exigidas también para la aplicación 
del supuesto excepcional de suspensión estudiado. 
En consecuencia, al no aludir de nuevo en este pre­
cepto, a "la suma de las penas impuestas", pode­
mos concluir que la referencia a los tres años no 
constituye un límite absoluto28. 

mente controlable y compatible con el tratamiento ambulatorio, etc.) MANZANARES SAMANIEGO, J.l., "la suspensión de la eje­
cución de las penas privativas de libertad", en Estudios sobre el Código Penal de 1 995 (Parte General), dir. por Vives Antón, T.S. y 
MANZANARES SAMANIEGO, J.l. CGPJ, Madrid, 1 996, págs. 296, 298 Y 299. Entiendo que ésta constituye una opinión intrans� 
gente y desconocedora de la realidad del problema de la droga y de la naturaleza de este tipo de delincuencia, que en otro apar­
tado de este trabajo se ha calificado como "delincuencia funcional", es decir el drogodependiente delinque con la finalidad de pro­
porcionarse la droga necesaria para su consumo. Olvida este autor que nos encontramos ante delincuentes que al propio tiem�o 
son enfermos. Por ello es necesario partir de una premisa que también obvia este magistrado: la solución al problema de la adul­
ción o dependencia a estas sustancias, no se encuentra en la represión penal sino en respuestas multidisciplinares basadas en las 
ideas de prevención y tratamiento voluntario. 

26. Vid. en esta misma línea GONZÁLEZ CASSO, J., "la suspensión . . .  ", arto cit., pág. 196.; POZA CISNEROS, M., "Formas sust� 
tutivas de las penas privativas de libertad" en Penas y medidas de seguridad en el nuevo Código penal. Cuadernos de Derecho 
Judicial, nº XXIV CGPJ, Madrid, 1 996, págs. 236 y 237. 

27. En este sentido v id. SERRANO BUTRAGUEÑO, l., Código penal de 1995 (Comentarios y jurisprudencia), Granada, 1998, 
pág. 73 3 .  , 

28. En sentido contrario estima GONZAlEZ CASSO que el cómputo de los tres años debe hacerse sobre la suma de las penas 
impuestas en la sentencia sean conjuntas (prisión y responsabilidad subsidiaria por impago de multa) o impuestas por diversa.s 
infracciones en la misma causa. la posición de este autor se explica por su consideración del artículo 87 como un precepto subs� 
didario de la regulación general. Por ello entiende aplica�le a esta suspensión extraordinaria el inciso del artículo 8 1.22 CP: " . . .  10 

suma de las impuestas en una misma sentencia". GONZAlEZ CASSO, J., "la suspensión . .. ", arto cit., págs. 1 03 Y 1 07. 
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c. Suscitan también problemas las penas mix­
ta s, ya que algunos de los delitos a los que será de 
aplicación este precepto están penados con este ti­
po de sanciones. Supuesto paradigmático es el del 
artículo 368 del Código penal, que castiga el tráfi­
co de drogas con penas de privación de libertad y 
de multa proporcional. Debemos tener en cuenta 
que esta última, en virtud del artículo 53.2,  puede 
convertirse -en los supuestos de impago- en una 
pena privativa de libertad de hasta un año, de ma­
nera que la suma de ambas penas supondrá un ex­
ceso respecto del límite de los tres años. 

3. La nueva regulación cita expresamente a los 
centros privados, que entiendo que de todas for­
mas quedaban referidos implícitamente en el de­
rogado artículo 93 bis. Es criticable el manteni­
miento de la alusión a la deshabituación, por los 
problemas interpretativos ya señalados al comen­
tar el artículo 93 bis. 

4. La exigencia de la no reinciden cia, contenida 
en la regulación precedente, se sustituye ahora 
por la necesidad de que no se trate de "reos habi­
tuales". El concepto de "reo habitual " se extrae del 
artículo 94 CP: "A los efectos previstos en las sec­
ciones 1 a y 2a de este capítulo se consideran reos 
habituales los que hubieren cometido tres o más 
delitos de los comprendidos en un mismo capítu­
lo, en un plazo no superior a cinco años, y hayan 
sido condenados por ello". Este concepto es más 
flexible que el de "reincidente". Con la nueva re­
gulación, la reincidencia no tiene por qué impedir 
la obtención de la suspensión, sin embargo el le­
gislador de 1 995 no ha eliminado completamente 
su incidencia en esta materia, ya que el artículo 
87.2 CP permite al Juez o Tribunal, en el supues­
to de que el condenado sea reincidente, valorar, 
por resolución motivada, la oportunidad de con­
ceder o no el beneficio de la suspensión de la eje­
cución de la pena, "atendidas las circunstancias 
del hecho y del autor" . En consecuencia, podemos 
concluir que la reincidencia sigue teniendo cierta 
virtualidad en la concesión de esta suspensión ex­
traordinaria. SÁNCHEZ YLLERA entiende que esta 

previsión se explica por la creencia del legislador 
en que la continuidad delictiva es un posible signo 
de peligrosidad29. 

En sede parlamentaria, el requisito de que el su­
jeto condenado sea "reo habitual" generó algunas 
críticas, así la senadora BONETA PIEDRA, del 
Grupo Parlamentario Mixto en la enmienda núm. 
238, aducía acertadamente lo siguiente: "Si se pre­
tende fomentar el tratamiento de desintoxicación 
no deben hacerse excepciones en función de cali­
ficaciones formales de 'reo habitual' .  Lo decisivo 
para denegar la remisión de la pena condicionada 
al tratamiento debe ser las posibilidades de conti­
nuidad y éxito del tratamiento. La referencia en el 
artículo 87.2 a las 'circunstancias del hecho y del 
autor' que el Juez debe valorar, es suficiente para 
excluir a quienes proceda, sean habituales o no" . 

Cabe matizar que el concepto de "reo habitual", 
que se extrae de la definición auténtica del artícu­
lo 94 CP, no coincide con el concepto de "habi­
tualidad" que había desarrollado la jurisprudencia 
del TS, ya que en los últimos fallos no venía exi­
giendo la condena previa, sino la simple repeti­
ción de actos, como mínimo tres30. El vigente ar­
tículo 94 exige por el contrario que "hayan sido 
condenados por ello". 

5. Es destacable positivamente la desaparición 
de la exigencia, contenida en el apartado 3° del ar­
tículo 93 bis, de que "el sujeto no haya gozado con 
anterioridad del beneficio de la remisión condi­
ciona]"3 1 .  

6. Resalta la  previsión de un plazo durante el 
cual el reo no debe delinquir, plazo que no preveía 
el artículo 93 bis del Código penal derogado. El 
plazo fijado es de tres a cinco años. Llama la aten­
ción que, a diferencia de lo que ocurre en el régi­
men general de suspensión, el legislador no haya _ 
fijado un plazo distinto para los supuestos de pe­
nas leves32. 

7. Como ya se ha comentado, se sigue supeditan­
do el mantenimiento de la suspensión de la pena, en 
los supuestos de sometimiento a tratamiento de 
deshabituación, al no abandono. Las críticas ex-

En el mismo sentido POZA CISNEROS, M., "Formas sustitutivas . . .  " cit., págs. 238 y ss. No obstante esta autora entiende que la 

interpretación contraria es también perfectamente sostenible. . . .  
Con el Código penal derogado las Sentencias del TS de 1 6  de septiembre de 1 99 1  (RJA 6638) Y de 7 de diciembre de 1 994 

(RJA 1 0070), negaron la acumulación. 
29 . SÁNCHEZ YLLERA. 1, en Comentarios al Código penal de 1 995, coord. por VIVES ANTÓN, T.S., Vol. 1 1, Valencia, 

1996, pág. 49 3. 
30. Vid. STS de 27 de enero de 1 992 (RJA 466). 
3 1 .  A ello alude MANZANARES SAMANIEGO recordando las críticas que entre muchos comentaristas había suscitado la 

antigua referencia del derogado 9 3  bis. Este problem.a se superaba e�t��diend� que la excepción se refería a la previa
"
col'l­

cesión de la remisión especial por drogodependencla y no a la remlSlon comun, MANZANARES SAMANIEGO, J .l., Sus--
pensión de . . .  ". art. cit, pág. 269. " '  , . . . . . _ 

32.  El artículo 80.2 establece distinto plazo de suspenslon segun se trate de penas privativas de libertad mferlores a dos anos 
(el plazo es de dos a cinco años) o de penas leves (el plazo es de tres meses a un año). 
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puestas en el comentario al artículo 93 bis, son ex­
trapolables también al artículo 87. Quizás los pro­
blemas que genera la exigencia de no abandono pue­
dan salvarse realizando una interpretación amplia 
del término, que nos lleve a entender que el abando­
no ha de ser definitivo y que los abandonos esporá­
dicos -con reingreso en el centro-- o recaídas norma­
les dentro del proceso de desintoxicación, no deben 
generar la revocación de la suspensión, sino su pró­
rroga en virtud de lo establecido en el párrafo último 
del artículo 87 -como a continuación se explicará-o 

La amenaza de revocar la suspensión de la pena 
en caso de abandono -como ya se puso de relieve, 
respecto al precedente artículo 93 bis- enturbia el 
carácter voluntario que deben revestir estos trata­
mientos de desintoxicación, dificultando que mu­
chas suspensiones finalicen favorablemente. 

8. En conexión con lo anterior, resulta un tanto 
perturbador el último párrafo del artículo analizado, 
que parece querer actuar como correctivo de la defi­
ciencia señalada. Este último apartado establece que 
"transcurrido el plazo de suspensión sin haber delin­
quido el sujeto, el Juez o Tribunal acordará la remi­
sión de la pena si se ha acreditado la deshabituación 
o continuidad del tratamiento del reo. De lo contra­
rio, ordenará su cumplimiento, salvo que, oídos los 
informes correspondientes, estime necesaria la con­
tinuación del tratamiento; en tal caso podrá conce­
der razonadamente una prórroga del plazo de sus­
pensión por tiempo no superior a dos años". 

Este último párrafo plantea serios problemas 
hermenéuticos. Partimos de la premisa de que si el 
penado incumple alguna de las condiciones esta­
blecidas se revoca la suspensión (art. 87.5 CP). Por 
lo tanto, en principio si se vuelve a delinquir o si se 
abandona el tratamiento, el Juez debe proceder a 
la revocación de la misma. Lo anterior se ve entur­
biado por la afirmación del precepto comentado 
de que transcurrido el plazo de suspensión sin ha­
ber delinquido el sujeto, el Juez o Tribunal acor­
dará la remisión de la pena si se ha acreditado la 
deshabituación o "la continuidad del tratamiento". 
Debe llamarse la atención sobre la utilización de la 
expresión "continuidad", que debe contraponerse 
a la de "continuación", a la que recurre el legisla­
dar más adelante en el mismo párrafo. Puede in­
terpretarse que la "continuidad" se refiere al pasa­
do, es decir alude al tratamiento ya desarrollado, y 
la "continuación" al futuro. En consecuencia, lo 
que debe acreditarse para obtener la remisión de la 
pena -en el caso de que no se haya logrado la des­
habituación-, es que a lo largo del tratamiento se 
ha dado una "continuidad"33. 

Ahora bien, como indica el Código, "de lo con­
trario ordenará su cumplimiento, salvo que OÍ­
dos los informes correspondientes, estime nece­
saria la continuación del tratamiento", en cuyo 
caso podrá conceder razonadamente una prórro­
ga del plazo de suspensión por tiempo no supe­
rior a dos años. Parece adecuado estimar que la 
posibilidad de prórroga está prevista para los su­
puestos en los que no se dé ni la deshabituación 
ni la continuidad en el tratamiento. Ello nos per­
mite concluir -subsanando así la deficiencia an­
tes aludida- que los abandonos esporádicos no 
pueden justificar la revocación de la suspensión, 
ya que para estos casos parece estar prevista la 
prórroga indicada. 

Los problemas interpretativos también son resal­
tados por el mentado Informe del CGPJ de 12 deju­
lio de 1999, que critica que el régimen de revocación 
no aparezca perfilado en la redacción con la desea­
ble nitidez. Se señala en este sentido que "En prin­
cipio, parece que el abandono del tratamiento, un 
concepto ambiguo de por sí, puede determinar la in­
mediata revocación de la suspensión (art. 87.4 y 5 
CP). No obstante, puede resultar prudente en oca­
siones, sobre todo si, como es frecuente, se produ­
cen recaídas ocasionales que no evidencian un 
abandono definitivo del tratamiento, esperar al 
transcurso del plazo de suspensión para, a la vista 
de la hoja histórico penal, del conjunto de informes 
periódicamente remitidos y de los que se acuerden 
si no se acredita la deshabituación o la continuidad 
del tratamiento, decidir la remisión, la revocación o 
la prórroga de la suspensión". 

9. En todo caso no deja de ser objetable que la re­
vocación de la suspensión implique el cumplimien­
to de la pena impuesta sin que en ningún momen­
to aluda el artículo 87 a la posibilidad de abonar el 
tiempo transcurrido en tratamiento de deshabitua­
ción, de un modo similar a cómo se establece en el 
artículo 99 CP para el supuesto de concurrencia de 
penas y medidas de seguridad, lo que puede enten­
derse como una contradicción con el sistema vica­
rial instaurado por este precepto. 

1 0. Por último debe resaltarse, dentro de las no­
vedades introducidas por el artículo 87, la previ­
sión de la audiencia de las partes. El Anteproyec­
to y el Proyecto de 1 994 requerían simplemente la 
audiencia del Ministerio Fiscal. Esta audiencia 
también se establece en el régimen ordinario de 
suspensión para la fijación del plazo de suspen­
sión (art. 80.2 CP). El problema que plantea esta 
nueva exigencia es el de determinar el concepto de 
parte a estos efectos. Entiende MANZANARES 

33. Véase GONZÁLEZ ZORRILLA, c., "Suspensión de . . .  " cit., pág. 87. 
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SAMANIEGO, que dado el mantenimiento por 
parte de este artículo de la condición 3a del ar­
tículo 8 1  referente a la satisfacción de las respon­
sabilidades civiles, tal vez haya que considerar 
también parte al actor civil o al simple titular de 
una indemnización, si los hubiera34• 

IV. Conclusiones y observaciones críticas. 
Bibliografía consultada 

Pese a las modificaciones sufridas con la apro­
bación del Código penal de 1 995, el supuesto de 
suspensión especial estudiado, no deja de ser sus­
ceptible de objeciones. Procede en este momento, 
y tomando como base las anteriores consideracio­
nes en torno a esta institución, llegar a una serie 
de conclusiones que pueden ser tomadas al propio 
tiempo como observaciones críticas a la misma. 

1 a. La virtualidad práctica del precepto, como se 
ha reiterado a lo largo del trabajo, queda muy re­
ducida a causa de la rigidez de los requisitos a los 
que es sometida la medida, esencialmente por la 
limitación temporal en cuanto a las penas a las 
que resulta aplicable este tipo de suspensión, y 
por la exigencia de que el sujeto no sea reo habi­
tual, sin olvidar la virtualidad -si bien no automá­
tica- que con la nueva regulación puede tener la 
reincidencia. En la mayor parte de los casos el de­
lincuente drogodependiente será reo habitual. No 
debemos olvidar que el toxicómano generalmente 
delinque con el fin de cubrir sus necesidades de 
droga, lo que conduce en la mayor parte de los su­
puestos a la referida habitualidad delictiva. La re­
lación droga-delincuencia en España es muy es­
trecha, sobre todo en el delito de tráfico de drogas 
y en los delitos contra la propiedad -especialmen­
te el robo con intimidación-, lo que explica la ya 
denunciada escasa aplicación del precepto co­
mentad03s. 

2a. Por otro lado, y en conexión con la crítica 
anterior, entiendo que es muy reprochable que 
el legislador siga otorgando alguna relevancia a 
la reincidencia, que puede fundamentar -aun­
que no de forma automática como en el deroga­
do artículo 93 bis- la no concesión de la suspen­
sión. Parece, como ya se indicó, que lo que se 
esconde tras esta previsión es la creencia del le­
gislador de que la reincidencia es signo de peli­
grosidad criminal (criterio determinante de la 
concesión o no de la suspensión general del ar­
tículo 80 CP). Sin embargo, esto no tiene senti­
do alguno. Considero que la peligrosidad crimi­
nal no puede condicionar la concesión de este 
supuesto de suspensión extraordinaria, que tie­
ne por fin motivar la desintoxicación, si bien con 
el objetivo de evitar la comisión de futuros deli­
tos. Además, el precepto en ningún momento 
alude a la referida peligrosidad, razón de más 
para entender que este criterio no ha de incidir 
en modo alguno en la concesión o no de esta 
suspensión especial. 

3a• Si bien es loable la ampliación del grupo de 
sustancias a causa de cuya dependencia se ha de 
haber cometido el hecho delictivo, sin embargo no 
puede explicarse por qué se privilegia la depen­
dencia a determinadas sustancias frente a otras 
adicciones o situaciones personales o sociales, 
que pueden tener una incidencia tanto o más gra­
ve en el delito o en las posibilidades de reinserción 
del sujet036. 

4a• En cuanto a los centros o servicios públicos 
o privados debidamente certificados, surgen al­
gunos reparos, que el CGPJ -estimo que de for­
ma acertada- ha puesto de relieve en su ya co­
mentado Informe sobre la aplicación del nuevo 
Código penal de 12 de julio de 1999. Por un lado 
se destaca la "efectiva desigualdad entre los jus­
ticiables en función del territorio en que son 
condenados, ya que las posibilidades de aplica-

34. MANZANARES SAMANIEGO, J.l., en, Código penal. Doctrina y iurisprudencia, coord. por C. CONOE-PUMPIOO FERREIRO, 
Tomo 1, Madrid, 1 997, pág. 1275. 

35. J .  GARCíA GARcíA ha analizado los efectos de las distintas drogas en la conducta delictiva. Resultan interesantes algunos 
de los datos aportados. Señala este autor en primer lugar que, los delitos de carácter instrumentat especialmente contra la pro­
piedad y de tráfico de drogas, estarán más frecuentemente asociados a los estados de síndrome de abstinencia y dependencia, 
mientras que los delitos por imprudencia, violentos y omisivos pueden ser inducidos o facilitados especialmente por estados de in-
toxicación, pero también por el síndrome de abstinencia

. 
y las patologías asociadas al cons�mo crónic�. , _  

Resalta que entre un 80 y un 90% de los delitos rela.cl?nados con el consumo. d? �rog?,s tienen su
_ 

ong,e� en la heroma. Anade 
que los hechos delictivos más habituales entre los herol�o�anos son robos con mtll�ldaclon" �e�ueno traf,co d� drogas, hurtos y 

falsificación de recetas. Por lo que se refiere al alcohol, md,ca que el consumo del mIsmo esta mtlmamente relaCIonado con los de­
litos contra la seguridad del tráfico. Entiende que el consumo de coc5lína faciljta la comisión de delito.s por im�r�dencia, especi�� 
mente contra la seguridad del tráfico, y delitos violentos, etc., GARClA GARCIA, J., Drogodependeneras y Justlela Penal, Madnd, 
1999, págs., 1 1 2 y ss. 

I 
36. Así lo pone de manifiesto GONZÁLEZ ZORRILLA e, "Suspensión de la pena y probafion", en obra colectiva Penas a fer-

nafivas a la prisión, coord. por a OI LARRAURI, Barcelona, 1 997, pág. 85. 
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ción del precepto y las garantías de su eficacia 
son rnuy distintas en aquel las Comunidades 
Autónomas, una mi noría, en las que existe una 
oferta pública y en las restantes, en las que la 
ejecución penal se entrega, prácticamente, a ma­
nos privadas".  En segundo l ugar, se critica tam­
bién la "falta de información actualizada relati­
va a la condición de homologados o acreditados 
de los Centros privados". 

Nos encontramos de nuevo ante un problema de 
medios o recursos, que subyace en no pocas insti­
tuciones de nuestro Código penal. 

5a• Resulta muy criticable que la remisión defini­
tiva de la pena se conecte a la consecución de la des­
habituación, ya que ello pugna con la idea de trata­
miento voluntario y más bien supone un 
tratamiento impuesto bajo la amenaza penal. En es­
te sentido han denunciado MAPELLI CAFF ARENA 
y TERRADILLOS BASOCO que esta regulación 
está reñida con el principio de dignidad en la ejecu­
ción de la pena que prohíbe la instrumentalización 
de las personas a través de aquélla37. 

6a• El fracaso de la medida se ha revelado en la 
escasa aplicación judicial de la misma. No tene­
mos constancia de la aplicación del derogado ar­
tículo 93 bis. Y al parecer un camino similar ha se­
guido el artículo 87 por la inflexibilidad de sus 
requisitos. No obstante la sección 5a de la Audien­
cia Provincial de Valencia ha aplicado el artículo 
87 en la ya citada Sentencia de 4 de noviembre de 
1998 (RJA 5820). 

7a. Entiendo que no tiene sentido alguno mantener 
en nuestro ordenamiento jurídico-penal este precep­
to tal y como está redactado, por su manifiesta falta 
de efectividad práctica. Quizás sería más convenien­
te potenciar la adecuada aplicación de otras posibi­
lidades que ofrece el propio Código penal, eximentes 
completas e incompletas con la aplicación de la co­
rrespondiente medida de seguridad, o la atenuante 
del artículo 21.2. Una correcta utilización de estas 
posibilidades, junto con una flexibilización del régi­
men ordinario de la suspensión permitiría hacer 
frente con mayor efectividad al problema de la de­
pendencia a las sustancias analizadas, que exige in­
tervenciones penales menos represivas que las lleva­
das a término hasta el momento. 

8a• Además, resulta contradictorio articular me­
canismos de este tipo con el fin de evitar el ingre­
so en prisión, si no se buscan al propio tiempo 
medidas alternativas a la prisión preventiva, a la 
que se recurre con extremada frecuencia en deli­
tos cometidos por drogodependientes, por enten-

der que estas conductas delictivas generan una 
gl'an "alarma social"38.  

En conclusión, el sistema de parcheas utilizado 
por el legislador del 95 en el artículo 87, no ha sub­
sanado todos los defectos atribuidos al derogado 93 
bis, por el contrmio ha generado nuevos problemas. 
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